Radicación: 66001 22 04 000 2020 00188
Accionante: Raúl Solarte Celis 

Accionado: Juzgado 3º de EPMS y otro

Decisión: Niega

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / FALTA DE MOTIVACIÓN / ANÁLISIS DE DICHO ELEMENTO / PETICIÓN DE LIBERTAD CONDICIONAL.
Como quiera que el problema jurídico del presente asunto gira en torno a controvertir el contenido y la legalidad de una providencia judicial, debe iniciar la Colegiatura por dilucidar si en el caso bajo estudio están dados los presupuestos de procedibilidad de la acción de tutela, de manera tal que se justifique la intervención del juez Constitucional, y pueda ser utilizada como un instrumento para dejar sin efectos lo resuelto en el escenario ordinario por el juez natural…
“(…) todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.” (…)
En el caso que ocupa la atención de la Sala, la accionante invocó el cargo de la falta de motivación, el cual, en palabras de la Corte “tiene lugar cuando el funcionario judicial no da cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de su decisión, pues es en dicha motivación en donde reposa la legitimidad de sus providencias”…
… los errores en que pudo incidir el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira no tienen la incidencia suficiente como para nulitar o dejar sin peso su decisión, ni mucho menos para conceder de manera alterna el subrogado al que pretende acceder el sentenciado, por cuanto salta a la vista que, de todos modos, se abordó en el proveído el análisis de aquello que sí fue objeto de disenso por parte de la Defensora, y que tenía que ver con la valoración de la gravedad de la conducta, que equivocadamente considera debería excluirse al momento de estudiar la viabilidad de otorgar la gracia liberatoria.
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Aprobado por Acta No. 888
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	66001 22 04 000 2020 00188 00

	Accionante: 
	Raúl Solarte Celis   

	Apoderada: 
	Ángela María Mosquera Hincapié

	Accionado: 
	Juzgado 3º de Ejecución de Penas y M. de Seguridad y otro

	Decisión: 
	Niega 


ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por la profesional del derecho Ángela María Mosquera Hincapié, quien actúa en este asunto como apoderada del señor RAÚL SOLARTE CELIS en contra del JUZGADO 3º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD y el JUZGADO 2º PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO, ITINERANTE, ambos de Pereira. 
ANTECEDENTES:

De lo consignado por la apoderada judicial del señor Raúl Solarte Celis, se extrae como relevante que él, por su intermedio, impetró ante el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira una solicitud de libertad condicional, al considerar que cumple con todos los requisitos de ley. El Juzgado de marras negó su pedimento en las calendas del 18 de septiembre de 2020, bajo el argumento consistente en que la valoración de la gravedad de la conducta punible no le favorecía para la concesión de ese subrogado.
Inconforme con esa decisión, la abogada ahora accionante promovió oportunamente recurso de apelación, que fue dirimido por el Juzgado 2º Penal del Circuito Especializado, Itinerante, Despacho que ratificó la postura del A Quo mediante auto del 5 de noviembre de 2020, el que ahora es reprochado por Ella, pues considera que dicha Célula Judicial no efectuó una adecuada motivación de su decisión y consignó en el auto de marras algunos argumentos que no corresponden a la realidad de su representado, por ejemplo, que el sentenciado fue condenado por incurrir en un concurso de conductas punibles de Concierto para Delinquir, Tráfico, Fabricación o Porte de Estupefacientes y Desplazamiento Forzado, lo que no es cierto, porque durante toda la actuación penal seguida en su contra, solo se le endilgó el cargo de concierto para delinquir agravado. Adicionalmente, la señora Juez, equivocadamente, se refirió dentro de dicho proveído a una solicitud impetrada con meses de anterioridad y no a lo que para ese momento se pedía, y es que sostuvo que uno de los motivos de discrepancia presentados en contra del auto que negaba la libertad condicional, supuestamente era el hecho de no dar por cumplido el requisito objetivo relacionado con el cumplimiento de las 3/5 partes de la condena pese a que el tiempo que le restaba por cumplir era irrisorio; pero lo cierto es que eso lo dijo ella en un escrito pasado, mientras que en la nueva apelación, momento para el cual el señor Solarte ya había superado dicho aspecto. En suma, el Despacho resolvió la solicitud con base en un escrito diferente al de su sustentación. 
De otro lado, la profesional del derecho argumentó que en este caso se cumplen tanto los requisitos generales como específicos para la procedencia de la tutela en contra de providencias judiciales; se refirió a cada uno de los aspectos genéricos, invocando como específico el de la falta de motivación.

PRETENSIONES:
Con fundamento en los anteriores hechos, la parte accionante pidió el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso, libertad y defensa, presuntamente quebrantados por el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira, concediéndole en consecuencia al señor Raúl Solarte Celis el subrogado de la Libertad Condicional, por encontrarse satisfechos los requisitos de ley para ello.

TRÁMITE PROCESAL:

El Despacho sustanciador admitió la acción mediante auto del 26 de noviembre de 2020, por medio del cual ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a las autoridades judiciales aludidas por la parte accionante, además se ordenó la vinculación oficiosa del Representante del Ministerio Público. 
INTERVENCIONES:

JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD: por intermedio de la Dra. Olga Lucía Flórez Rendón, Juez actual, se pronunció frente a los hechos consignados en el libelo, señaló que ese Despacho vigila la ejecución de la pena impuesta al accionante por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado, Itinerante, de Pereira después de haberlo declarado penalmente responsable por incurrir en el delito de concierto para delinquir con fines de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes y desplazamiento forzado. 
Contó que ese Despacho mediante Auto interlocutorio del 18 de septiembre de 2020 negó la libertad condicional solicitada por la apoderada del accionante, porque si bien cumplía con el factor objetivo para su concesión, no ocurría lo mismo con el aspecto subjetivo, el cual le resultaba desfavorable. 
De igual manera, señaló que en contra de la aludida decisión la Defensora interpuso recurso de apelación, mereciendo el aval de la Juez de segunda instancia lo decidido por ese Operador Judicial.  

Finalmente, agregó que las decisiones adoptadas por ese Despacho judicial no han sido producto de un capricho, sino que se ha dado cumplimiento a la norma. Además, la vía Constitucional no puede ser utilizada como herramienta para acceder a este subrogado, por lo que pidió que se declare la improcedencia de esta acción.  
EL SEÑOR PROCURADOR 290 JUDICIAL I PENAL, DR. JORGE ENRIQUE ÁLVAREZ MARÍN, expuso que, al parecer, el interés de la parte accionante es lograr que alguna autoridad judicial tercie o se pronuncie en favor del señor Solarte Celis para acceder al subrogado de la libertad condicional a modo de instancia adicional, lo cual, resulta improcedente en respeto por el principio de autonomía judicial, salvo que se logre apreciar una auténtica “vía de hecho”, la que en su criterio, no se observa en esta ocasión, toda vez que el supuesto error de motivación alegado por la representante judicial del sentenciado no existió, ni tampoco hubo una desviación del problema jurídico, pues lo que reprocha la Dra. Ángela María Mosquera Hincapié, son meros planteamientos secundarios efectuados por el Juzgado que en nada incidieron en la resolución final del problema jurídico.  
JUZGADO SEGUNDO PENAL DEL CIRCUITO ESPECIALIZADO DE PEREIRA: la Dra. Olga Lucía Sanz Díaz, titular del Despacho, descorrió el traslado de la acción argumentando que allí se desató en las calendas del 5 de noviembre de 2020, el recurso promovido en contra del auto por medio del cual el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira le negó al privado de la libertad Raúl Solarte Celis el subrogado de la libertad condicional, decisión que fue confirmada en esa oportunidad, al hallarla ajustada a derecho. 

Argumentó que los argumentos de la alzada consistían en asegurar que el señor Solarte “había cumplido con las 3/5 partes de la pena de prisión impuesta, había observado buena conducta durante el tiempo en reclusión, contaba con arraigo social y familiar, que la ley 1709 de 2014 ya no exige la valoración del requisito subjetivo para la concesión del beneficio que reclamaba y que su representado había sido condenado por Concierto simple en virtud del preacuerdo y no por otras conductas punibles, solicitando se revocara la decisión”.
Sin embargo, el Despacho encontró que el A Quo fue atinado en su decisión, dado que efectivamente el condenado no cumplía con el factor subjetivo para la concesión del subrogado, puesto que la valoración de la gravedad de la conducta sí es de obligatorio análisis en ese tipo de asuntos, y en el caso del sentenciado, se determinó que él hizo parte de una organización criminal dedicada al tráfico de estupefacientes y desplazamiento forzado, el cual, de manera adicional, tenía influencia en el sector que es señalado como sitio de arraigo familiar.  
Además, resaltó que aunque el sentenciado suscribió un preacuerdo con la Fiscalía en el que se pactó la eliminación del agravante contemplado en el inciso 2 del artículo 340 del C.P, esto solo se debía tener en cuenta, como así ocurrió, para efectos punitivos, de igual manera, dijo que la condena del señor Solarte fue por concierto para delinquir con fines de cometer delitos de narcotráfico y desplazamiento forzado, pues el hecho de celebrar un preacuerdo no modifica la situación fáctica del proceso, que es lo que está pretendiendo desconocer la accionante.
Por otro lado, aclaró que, si bien el Despacho resolvió en su providencia una petición que anteriormente fuera presentada por la apoderada del señor Raúl, esto se debió a un error debido a la complejidad en el manejo del expediente digital, sin embargo, no por ello se puede tachar como incongruente la decisión, en la cual se abordaron uno a uno los puntos planteados en el recurso de apelación. 
Así las cosas, concluyó que no ha vulnerado los derechos fundamentales reclamados por la parte accionante, y destacó que lo que se pretende es usar la tutela como tercera instancia. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.

· Problema jurídico: 

El problema jurídico del presente asunto gira en torno a establecer si en las actuaciones adelantadas por parte de los Despachos accionados al momento de resolver la solicitud de libertad condicional impetrada por el señor Raúl Solarte Celis, por intermedio de su apoderada, se incurrieron en vías de hecho que viabilicen la intervención de este Juez Constitucional para conjurar el menoscabo que con aquellas determinaciones se hubiese podido causar en detrimento de los derechos del accionante. 
· Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción u omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Como quiera que el problema jurídico del presente asunto gira en torno a controvertir el contenido y la legalidad de una providencia judicial, debe iniciar la Colegiatura por dilucidar si en el caso bajo estudio están dados los presupuestos de procedibilidad de la acción de tutela, de manera tal que se justifique la intervención del juez Constitucional, y pueda ser utilizada como un instrumento para dejar sin efectos lo resuelto en el escenario ordinario por el juez natural, en relación con la solicitud de libertad condicional deprecada por el sentenciado Solarte Celis, subrogado que, como viene de verse, fue negado en primera y segunda instancia, por coincidir ambas células judiciales en considerar que la conducta delictual cometida por el condenado es grave y amerita mantener la sanción penal en un establecimiento de reclusión. 

Teniendo claro cuándo de manera genérica procede la acción constitucional, se hace necesario entrar a aclarar su procedencia para atacar decisiones judiciales; para ello, la jurisprudencia ha establecido una serie de requisitos conocidos como causales de procedibilidad especiales, los cuales constituyen un condicionamiento para poder proceder con el estudio de fondo que se pretende en esta acción: 

“(…) todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia: (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental; (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución.” 
Con todo, y aun cuando la acción de tutela puede servir como mecanismo judicial excepcional para enderezar las actuaciones judiciales equivocadas, es necesario que las causales específicas de procedibilidad que se hubieren alegado en cada caso, se aprecien de manera que permita que la presunta juridicidad del pronunciamiento judicial objeto de cuestionamiento, sea fácilmente desvirtuable. Así, puede concluirse que no toda irregularidad procesal o diferencia interpretativa configura una vía de hecho.” 
 

En el caso que ocupa la atención de la Sala, la accionante invocó el cargo de la falta de motivación, el cual, en palabras de la Corte “tiene lugar cuando el funcionario judicial no da cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de su decisión, pues es en dicha motivación en donde reposa la legitimidad de sus providencias”
, y para cimentar su teoría, prácticamente argumentó que el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira no solo descontextualizó el problema jurídico planteado, sino que, de contera, no resolvió los planteamientos en que ella fundó el recurso de apelación promovido en contra del auto por medio del cual el Ejecutor de la Pena le negó a su representado el subrogado de la libertad condicional.  
Partiendo de lo anterior, y para determinar inicialmente si nos encontramos ante dicha causal por los motivos expuestos por la libelista, esta Corporación considera que, por obvias razones, debemos hacer un estudio por lo menos superficial a fin de determinar si existen motivos serios de duda que obliguen a posteriormente ahondar en los argumentos de discrepancia formulados en contra de la providencia judicial de marras. Entonces, tenemos que:  
1. Mediante Auto interlocutorio Nro. 1378 del 18 de septiembre de 2020, el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira le negó al señor Raúl Solarte Celis el subrogado de la libertad condicional, porque si bien cumplía con el requisito objetivo para acceder al mismo, esto es, haber purgado las 3/5 partes de la pena, además, ha sido calificado por el establecimiento carcelario con conducta buena y ejemplar, y también cumple con el arraigo familiar; no sucedía lo mismo con el aspecto del análisis subjetivo que tiene que ver con la gravedad de la conducta, y es que el Juez de instancia, haciendo eco de lo consignado por el Despacho fallador en la sentencia condenatoria, concluyó que el delito cometido es de gran trascendencia y en nada le favorece al sentenciado para acceder a dicho subrogado. 
2. El día 24 de septiembre de 2020, la Dra. Ángela María Mosquera Hincapié, apoderada del señor Raúl Solarte Celis, presentó recurso de apelación en contra de la decisión inicial, allí consignó los siguientes argumentos de disenso:  
“El problema jurídico que debe desatarse en esta alzada consiste en determinar si es procedente la concesión del subrogado de la libertad condicional, en virtud del delito por el cual fue condenado el señor RAUL SOLARTE CELIS.
Lo anterior teniendo en cuenta que los requisitos objetivos establecidos en la norma, específicamente en el artículo 64 del C.P., se cumplen a cabalidad como pasara a enunciarse: 
3.1 Haber cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena: En relación con este primer requisito tenemos que mi representado lleva el siguiente tiempo de privación física de la libertad: - Desde el día 4 de abril de 2018 a la fecha: lleva cumplidos 29 meses, 24 días de prisión. - Redenciones de pena: 12 de junio de 2020: 3.5 días 18 de septiembre de 2020: 28.5 días Para un total de 30 meses, 26 días Por consiguiente esta primera exigencia se cumple a cabalidad, toda vez que las 3/5 partes de 48 meses, equivalen a 28 meses, 24 días; tiempo que ya se superó en el presente caso.  
3.2 Haber observado buena conducta durante el tiempo en que estuvo privado de la libertad: Es claro y así lo argumentó el Juez de primera instancia, que reposan en el proceso las correspondientes calificaciones y certificaciones por parte del Establecimiento Carcelario de Pereira; en donde se concluye que el comportamiento de mi prohijado durante su privación de la libertad es ejemplar. 
3.3 Demostrar arraigo social y familiar: De igual forma, está plenamente acreditado dentro de esta actuación que el señor RAUL SOLARTE CELIS, cuenta con arraigo social y familiar; ya que mí representado tiene una residencia fija y estable, ubicada en la carrera 14 No. 63B-48 barrio El Plumón de esta ciudad, en la cual reside su señora madre en compañía de sus dos otras hijas; es decir, existe un núcleo familiar conformado e integrado. Asimismo, está sustentado el arraigo social de mi prohijado, con base en declaración extrajuicio ante notaría, presentada ante el Juzgado de Ejecución de Penas. 
4. Finalmente, se tiene que el Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, negó el subrogado solicitado con base en la gravedad de la conducta; argumentado que ésta en nada favorece para los efectos de acceder a la libertad condicional. 
5. Frente a este argumento del Juez de primera instancia, cabe destacar que con la reciente reforma a la libertad condicional a través de la Ley 1709 de 2014, ya no se exige como requisito subjetivo de la «valoración de la gravedad de la conducta» que sí se debía tener en cuenta para la aplicación del mecanismo antes de la vigencia de la nueva reforma, de acuerdo con la Ley 1453 de 2011. 
También es importante tener presente que la libertad condicional no está excluida para los condenados por los delitos que se mencionan en el listado del artículo 68 A del Código Penal, debido a que este mismo artículo –en el parágrafo 1 – así lo dispone: «lo dispuesto en el presente artículo no se aplicará a la libertad condicional contemplada en el artículo 64 de este Código, ni tampoco para lo dispuesto en el artículo 38G del presente Código». 
Por último, es preciso aclarar que el señor RAUL SOLARTE CELIS fue investigado por el delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO y condenado por preacuerdo por la conducta de CONCIERTO PARA DELINQUIR SIMPLE, más no por otros delitos; como se puede observar en la decisión recurrida, en donde se enuncian otras dos conductas, tales como: Tráfico, Fabricación o Porte de Estupefacientes y Desplazamiento Forzado…”
En suma, la tesis de discrepancia de la abogada consistía en afirmar básicamente dos cosas: que para la concesión del subrogado de la libertad condicional supuestamente no hay lugar a realizar un análisis de la gravedad de la conducta, y que su representado fue condenado por el delito de concierto para delinquir simple, pero no por otros delitos como tráfico, fabricación o porte de estupefacientes y desplazamiento forzado. Luego, entonces, corresponde verificar si dichos planteamientos fueron o no contemplados por el Despacho Segundo Penal del Circuito Especializado en la decisión de segunda instancia calendada el 5 de noviembre de 2020. 
3. Como se indicó, mediante interlocutorio de segunda instancia del 5 de noviembre de 2020, el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira desató la alzada en la solicitud de libertad condicional solicitada por la apoderada del señor Raúl Solarte Celis, y en su decisión, consignó que:
“Mediante sentencia del 16 de octubre de 201 9, este Juzgado condenó al señor RAÚL SOLARTE CELIS a la pena principal de 48 meses de prisión, en virtud del preacuerdo celebrado con la Fiscalía, por la conducta punible de Concierto para delinquir con fines de Tráfico, fabricación y porte de estupefacientes consagrado en el inciso segundo del artículo 340 del Código Penal y Desplazamiento forzado consagrado en el artículo 180 de la misma normatividad, y negó la suspensión condicional de la ejecución la pena...”
Al respecto, podemos decir que, en efecto, obra en esta actuación copia de la sentencia condenatoria, la cual consigna en su numeral tercero: “Declarar que RAÚL SOLARTE CELIS, identificado con cédula de ciudadanía No. 1.088.259.462, es penalmente responsable, en calidad de coautor, de la conducta punible de Concierto para delinquir con fines de tráfico, fabricación y porte de estupefacientes, y desplazamiento forzado en consecuencia se condena a la pena principal de cuarenta y ocho meses (48) de prisión”.  
Ahora, es verdad que el Despacho Especializado cometió un error en la decisión interlocutoria, porque si bien consignó en los antecedentes información acertada, esto es, que “El Juzgado encargado de la vigilancia de pena resolvió negativamente la solicitud de libertad condicional, argumentando que si bien (…)  ha superado las tres quintas partes de la pena y ha tenido un adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario, no es posible concederle dicha prerrogativa, teniendo en cuenta la gravedad del comportamiento delictivo por él desplegado…”, pero ya en la motivación sostuvo que el sentenciado no cumplía con el requisito objetivo, ello, al parecer refiriéndose a un escrito presentado por la togada en el pasado, en el que pedía que lo poco que le faltaba a su prohijado para cumplir con las 3/5 partes de la pena fuera “morigerado”. Sin embargo, la Colegiatura considera que dicho error no puede pregonarse como una razón suficiente para dejar sin peso lo decidido en esa instancia, porque si nos atenemos a los argumentos presentados por la Letrada ahora accionante para fundamentar la alzada en contra de lo inicialmente decidido por el Despacho de Ejecución de Penas, podemos afirmar que los mismos sí lograron resolverse por la Juez Ad Quem en el auto que hoy se reprocha, veamos lo que allí se dijo: 

“… considera oportuno el despacho referirse a los demás motivos de inconformidad planteados por la recurrente y que tienen que ver con el hecho de que no se tuvo en cuenta el buen desempeño del sentenciado al interior del penal y que por parte del a quo se hizo un análisis en torno a la gravedad de la conducta que fue motivo de condena. 

Frente a ello debe indicar el despacho, que si bien es cierto el artículo 64 del Código Penal, establece como uno de los requisitos para la concesión de la gracia liberatoria, que se haga una valoración en torno al desempeño y comportamiento del penado al interior del Establecimiento Carcelario, ya que es, a partir de allí, de donde se puede establecer si existe o no necesidad de continuar la ejecución de la pena, toda vez que constituye un reflejo del esfuerzo y empeño del condenado por resocializarse, también lo es que los juicios de valor relacionados con la gravedad de la conducta que llevaron a negar la libertad condicional deprecada, contario a lo manifestado por la profesional del derecho, se encuentran ceñidos a los criterios fijados por la Ley y la jurisprudencia Constitucional, ya que con la modificación introducida por la Ley 1709 de 2014, la gravedad de la conducta es un elemento que debe necesariamente valorar el Juez ejecutor, análisis que se debe realizar de cara a las consideraciones efectuadas en el fallo de condena, atendiendo los lineamientos establecidos por la Corte Constitucional quien en la sentencia C-757 de 2014, precisó:

“(…) las valoraciones de la conducta punible hechas por los jueces de ejecución de penas y medidas de seguridad para decidir sobre la libertad condicional de los condenados tengan en cuenta las circunstancias, elementos y consideraciones hechas por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al otorgamiento de la libertad condicional.” 

No basta por tanto que el sentenciado haya tenido un excelente comportamiento dentro del Centro Carcelario, y que cuente con arraigo familiar y social, ya que no son esos los únicos criterios a tener en cuenta, siendo necesario que se haga un análisis de cara a la situación particular del procesado, pues no puede el despacho marginarse de los delitos que fueron motivo de condena y en este caso el señor Solarte Celis fue procesado por un concurso de conductas punibles de Concierto para delinquir, Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes y Desplazamiento forzado; aceptando formar parte de una organización criminal dedicada al tráfico de sustancias estupefacientes, cobro de dineros y Desplazamiento forzado, cuya área de influencia era el sector del barrio El Plumón, lugar en el cual tiene la residencia el señor Solarte Celis, dado que allí reside su madre quien está dispuesta a recibirlo de concederle la libertad condicional, siendo precisamente en ese sector donde se desplegaron, por los integranted de la organización delictiva de la cual hacia parte el sentenciado, una serie de comportamientos con el fin de afianzar su permanencia, generando temor y angustia en ese sector de la población, ocasionando un daño incalculable a la comunidad con ese actuar delictivo, lo que deja entrever una carencia absoluta de los más elementales valores y principios que orientan a los miembros una sociedad, pues acreditado está que el acusado, a sabiendas de los actos delictivos desplegados por la organización criminal decidió pertenecer a ella con la única finalidad de obtener un lucro. 

No basta por tanto, que se cumpla el requisito relativo al buen desempeño y comportamiento del sentenciado al interior del Establecimiento Carcelario, pues si bien es cierto qué es a partir de allí que se puede establecer si existe o no necesidad de continuar la ejecución de la pena, en casos como éste, donde se procede por delitos tan graves, que fueron catalogados por el legislador como de alto impacto social y de enorme lesividad, estando enlistados en el artículo 68ª del Código de Penas que excluye ciertos delitos de cualquier beneficio o subrogado penal, se hace necesario que se efectúe de manera rigurosa ese filtro de gravedad, debiendo prevalecer ese componente subjetivo, siendo esa precisamente la labor desarrollada por el Juez de primera instancia…”

Se desprende de lo anterior, a nuestro modo de ver, que los errores en que pudo incidir el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Pereira no tienen la incidencia suficiente como para nulitar o dejar sin peso su decisión, ni mucho menos para conceder de manera alterna el subrogado al que pretende acceder el sentenciado, por cuanto salta a la vista que, de todos modos, se abordó en el proveído el análisis de aquello que sí fue objeto de disenso por parte de la Defensora, y que tenía que ver con la valoración de la gravedad de la conducta, que equivocadamente considera debería excluirse al momento de estudiar la viabilidad de otorgar la gracia liberatoria. De igual manera, vemos que no existe error alguno en lo atinente al delito por el que fue condenado el señor Raúl Solarte Celis, que fue el de concierto para delinquir con fines de tráfico, fabricación y porte de estupefacientes, y desplazamiento forzado. 
En suma, no existe motivo alguno para que la Colegiatura ahonde más en este asunto, porque en definitiva no se superó el estudio de procedibilidad en lo que tiene que ver con la presencia de alguna de las causales específicas decantadas por la Corte Constitucional, y así se habrá de declarar. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE LA SOLICITUD DE AMPARO INVOCADA por el señor RAÚL SOLARTE CELIS, por intermedio de apoderada, con base en la argumentación expuesta en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
� Corte Constitucional, sentencia T-103 de 2010, M.P. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio.


� Sentencia T-117 de 2013
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